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(Sólo serán válidas las palabras pronunciadas por el orador)
SALUDO INICIAL

Sr. Presidente, Señorías, como bien acaba de apuntar la Presidencia, comparezco ante esta Comisión a petición del Gobierno, así como de los grupos Popular, Socialista, Unidos Podemos-En Comú Podem-En Marea, Esquerra Republicana, Vasco y Mixto, para informar de las políticas que tiene previsto impulsar mi Departamento durante la presente legislatura.

A la vez, sustanciaremos también otra solicitud de comparecencia formulada por el Grupo Mixto, ligada al ámbito territorial de la Comunidad Valenciana, a la que espero dar respuesta a lo largo de mi intervención.

Les aseguro que es para mí un inmenso honor compartir con todos ustedes esta sesión, por todo lo que significa y por lo mucho que representa:

→  En primer lugar, oficializar un primer encuentro en esta Cámara para hablar de la Justicia, de sus problemas (que los tiene) y de sus posibles soluciones (que desde luego las tiene también)

→ Y en segundo lugar, porque abrimos en el Senado un espacio para el debate y el intercambio de ideas y reflexiones en torno a esos problemas y  soluciones. No se me ocurre lugar más idóneo para hacerlo que esta Comisión, donde tan presente están las sensibilidades territoriales y eso tan importante cuando se gestiona un servicio público, como es su “día a día” y la visión del territorio donde se presta.

Si queremos una Justicia mejor para todos, necesitamos al Senado para que así sea, pues es aquí donde se proyecta la realidad y la sensibilidad territorial de un país plural, rico en su diversidad, competitivo y convencido de que la seguridad jurídica también es un factor fundamental para estimular el crecimiento y el progreso. No tengan la menor duda de que es así, porque sus visiones y sus propuestas serán imprescindibles en todo aquello que decidamos emprender juntos. 

“Juntos” es una hermosa palabra, sobre todo por la potente carga simbólica que transmite. Expresa unidad, compromiso, responsabilidad compartida, solidaridad en los esfuerzos… y diálogo, mucho diálogo y mucho espíritu para construir desde la concertación y el acuerdo. Dice Saramago en una de sus novelas que “estar de acuerdo no siempre significa compartir una razón”, pero quizá no exista mejor punto de partida para emprender algo que el acuerdo. Y en torno a la Justicia hay al menos tres de esos puntos en los que probablemente todos coincidamos:

- Estaremos de acuerdo en que la Justicia necesita abordar (y necesita hacerlo ya) la gran reforma que lleva esperando desde la Transición.
- Estaremos de acuerdo también en que esa reforma ni puede ser coyuntural, ni cortoplacista, ni de “acupuntura”, sino integral y desde una perspectiva de transformación estructural.
- Y estaremos de acuerdo, además, en que todo lo que decidamos emprender debe nacer de un proceso de participación amplio, inclusivo, donde se escuche la voz de todos los que de un modo u otro, desde los juzgados y fiscalías, las oficinas judiciales, los despachos profesionales, las instituciones o las propias administraciones, intervienen en el ámbito de la Justicia.

SE ABRE UN TIEMPO NUEVO, TAMBIEN PARA LA JUSTICIA

Se abre un tiempo nuevo para todos, Señorías:

- Un tiempo nuevo para el mundo y para Europa (no hace falta que les recuerde los desafíos globales y los nuevos escenarios del proyecto europeo del que formamos parte activa).
- Un tiempo nuevo para España, después de un proceso complicado para la formación de Gobierno (hoy, precisamente, se cumple un año desde las elecciones del pasado 20 de diciembre).
- Un tiempo nuevo también para la política parlamentaria, con nuevas formaciones que enriquecen la calidad democrática de nuestro Estado de Derecho.
- Un tiempo nuevo para los españoles, ejemplo para el mundo de una sociedad solidaria, responsable y valiente, que ha sabido hacer frente como pocas a la crisis más dura sufrida en generaciones.
- Y un tiempo nuevo que debe serlo, también, para abordar todos aquellos retos que pueden hacer de España un país mejor, más competitivo y próspero, más justo y mejor preparado para dar respuesta a los dos pilares que sostienen nuestro modelo de convivencia: el Estado del Bienestar y el Estado de Derecho.
Entre estos retos se encuentra, naturalmente, el de la reforma de la Justicia, y de ella no solo hemos empezado a hablar ya, sino a trabajar incluso en el terreno de la práctica, con hechos ciertos y palpables que muestran -como les decía la semana pasada en el Pleno de esta Cámara- que existe “voluntad real” por parte de este Gobierno para dar respuesta a los problemas históricos de nuestra Justicia a través de una reforma, no sólo integral, sino nacida desde el mayor grado de consenso posible. Una propuesta de consenso que va mucho más allá de la tradicional concertación política, pues convoca también otros acuerdos que consideramos imprescindibles, resultado de una participación institucional, profesional y social que no puede faltar en este debate.

Como les digo, Señorías, ya hemos empezado a andar con algunos pasos que, en mi opinión, invitan a la esperanza y a confiar en que la ansiada reforma de la Justicia es algo más que un simple desiderátum no satisfecho en 40 años de democracia:

- En clave parlamentaria, por ejemplo, ya hay algunos indicadores bien visibles que muestran voluntad de entendimiento en determinadas materias que afectan a la Justicia, como el apoyo unánime en el Congreso para materializar la exención del pago de tasas judiciales a determinados colectivos, o para trabajar en un Pacto de Estado para combatir la lucha contra la violencia de género.

- También se empiezan a emitir señales claras desde los operadores jurídicos. Es el caso, por citar el último ejemplo, del Consejo General de la Abogacía Española, que recientemente ha propuesto un documento con distintas líneas de trabajo a incorporar en la reforma de la Justicia.

- Asimismo, las comunidades autónomas, agentes clave en el proceso de reforma, ya han manifestado su interés en ser parte activa del mismo, con voz y participación en el diseño de las líneas maestras que se vayan a consensuar en dicho proceso. Sin ir más lejos, así lo manifestó la semana pasada la Consellera de Justicia de la Generalitat Valenciana, Dª Gabriela Bravo, y así les garantizo que va a ser, Señorías, porque las Comunidades Autónomas son una pieza fundamental en nuestro sistema de Justicia, que es, por su propia naturaleza constitucional, complejo en cuanto a la gestión de su organización. Más adelante me detendré algo más en esta cuestión, pero de momento les aseguro que la participación de las comunidades autónomas resultará no ya necesaria, sino imprescindible en los trabajos de reforma que se acuerden emprender, y que la reforma de la Justicia será con las comunidades autónomas, o no será.

Además de todos estos pasos, también se ha dado otro que me parece especialmente subrayable, como es la solicitud del Grupo Popular en el Congreso de los Diputados de creación, en el seno de su Comisión de Justicia, de una Subcomisión para el estudio y definición de una Estrategia Nacional de Justicia, una propuesta a la que se han mostrado muy receptivos todos los grupos.

Supongo que ya dispondrán todos ustedes de dicha iniciativa y habrán tenido tiempo de conocerla al detalle, por lo que a sus términos me remito. No obstante, sí me gustaría destacar las tres premisas fundamentales que sostendrán los trabajos a desarrollar por dicha Subcomisión:

- En primer lugar, identificar y definir los objetivos y líneas de acción para abordar una reforma integral de nuestra Justicia. Si queremos articular una respuesta de Estado, considero importante que esa reforma contemple la realidad poliédrica del propio sistema de Justicia e incluya todas sus dimensiones, desde la institucional y de servicio público, pasando por la profesional, la social o, incluso, la de la seguridad jurídica.

- En segundo lugar, como les acabo de señalar, deberá contarse con la voz, la experiencia y la visión de los profesionales, colectivos, administraciones e instituciones que participan día a día en la organización, gestión o prestación del servicio público de la Justicia.

Reformar la Justicia ya no es una cosa de uno o de dos, como tampoco es posible con el mero voluntarismo. Transformar integralmente nuestro modelo de Justicia requiere, hoy por hoy, algo más que eso: requiere suma y consensos, y en esa suma y en esos consensos tenemos que caber cuantos más, mejor. Por eso proponemos que los trabajos no se circunscriban sólo al ámbito político, sino ampliar el zoom de la concertación y extenderlo también al ámbito institucional, al profesional y al social, de tal manera que las soluciones y horizontes que se acuerden acojan una panorámica aún mayor de la que se pueda observar desde nuestro escaños.

- Y en tercer lugar, Señorías, será preciso articular una Estrategia ‘medible’, con indicadores de seguimiento que permitan su evaluación continua, su monitorización y su control periódico.

Me decía el Sr. Rodríguez Esquerdo en su interpelación del pasado martes que estaban más en el “ver para creer” de Santo Tomás que en la confianza de que exista una “voluntad real” para impulsar las grandes reformas que nuestra Justicia necesita. Espero que estas “pruebas de vida” que les acabo de poner como ejemplo sirvan para estimular credulidades, pues les aseguro que esto va en serio, Señorías, porque todos estaremos de acuerdo en que tiene que ir en serio, muy en serio, y de manera urgente.

RETOS PRIORITARIOS EN UNA AGENDA ABIERTA

En mi comparecencia del otro día en la Comisión de Justicia del Congreso, con el mismo objeto que la que celebramos hoy, tuve oportunidad de dar cuenta con detalle de cuáles podrían ser los principales desafíos y las líneas de trabajo que considero que deberían priorizarse, quizá porque representan esas “urgencias más urgentes” (si me permiten la expresión) que todos tenemos identificadas en relación a la situación de nuestra Justicia.

Hablaba de seis grandes retos, el grupo socialista nos apunta diez…, en fin, el número da igual porque lo realmente importante es la coincidencia en el fondo, tanto en el diagnóstico como en las recetas a aplicar, y en una gran mayoría de esas recetas estoy seguro que podremos encontrarnos: en unos casos, porque son de sentido común; en otros, porque de un modo u otro las llevábamos en nuestros programas electorales; en otros, porque forman parte de los acuerdos que hemos firmado con otras formaciones políticas; en otros, porque es Europa quien nos sugiere su impulso (pónganle ustedes el nombre que quieran: CEPEJ, GRECO…); y en otros, porque así nos las demandan los distintos operadores de la Justicia.

Dedicaré los próximos minutos a intentar explicarles esos retos que, vuelvo a insistir, no son numerus clausus sino que forman parte de una agenda de trabajo abierta: abierta a la identificación de otros objetivos, abierta a nuevas propuestas y abierta a explorar medidas que realmente cualifiquen la Justicia española y la forma en que se presta.

1. El reto de una Justicia más ágil

Todos coincidimos en que necesitamos una Justicia más ágil. Creo que es una coincidencia unánime. Podríamos enfrascarnos en discusiones de cifras, de tiempos, de medios o de casuística (seguro que con ejemplos singulares), pero quizá sea una discusión estéril y de muy escaso recorrido práctico porque el problema ya está identificado, ya sabemos las causas, y lo que toca ahora es articular medidas eficaces que los corrijan.

Eso es, precisamente, lo que les propongo: medidas que podrían proporcionar una Justicia más ágil y rápida en su respuesta. Y pongo encima de la mesa 3 posibles líneas de trabajo:
1º) Impulsar una nueva Ley de Enjuiciamiento Criminal, que otorgue al fiscal la dirección de la fase de investigación, en un proceso donde la defensa de derechos y libertades estaría protegida por un “juez de garantías”. Esta reforma nos equipararía el resto de Europa y nos proporcionaría una Justicia penal más ágil desde el punto de vista procesal (un proceso centrado en la investigación), procedimental (suprimiendo o racionalización trámites innecesarios) y operativo (mejorando las tareas de coordinación policial).

La idea goza de un amplio consenso, pero es evidente que materializarla no es desde luego sencillo. Definido el “qué”, ahora debemos afinar el “cómo”, una tarea ciertamente compleja desde todos los puntos de vista y que, como más adelante me referiré, afectará de lleno al Estatuto del Ministerio Fiscal.
	
2º) En segundo lugar, Señorías, creo que tenemos que dar respuestas verdaderamente eficaces, en términos de agilidad, a otro de nuestros déficits procesales históricos. Me refiero al proceso civil, en torno al cual deberíamos realizar un profundo ejercicio de revisión que considero necesario, especialmente en algunas líneas de trabajo como, por ejemplo:

· La mejora en la ejecución de las sentencias.
· La mejora en el trámite de notificaciones y emplazamientos.
· La mejora en el trámite de suspensiones por incomparecencia de testigos, que como saben es demasiado frecuente y ralentiza en demasía los procesos.
· O facilitar el ejercicio de la acción colectiva.

3º) Y en tercer lugar, resultará decisivo todo el apoyo y refuerzo que podamos seguir prestando a la mediación y al arbitraje, porque están demostrando enormes ventajas como soluciones para reducir la litigiosidad y, al tiempo, fomentar una cultura del acuerdo frente al conflicto muy conveniente desde cualquier punto de vista: para las partes, para la Justicia y para la sociedad. No siempre la mejor respuesta, ni la más barata, ni la más rápida, tiene por qué encontrarse en los tribunales.

Sé que estamos en pleno proceso de cambio cultural, que la tarea no es sencilla, pero el sector -por cierto, un sector altamente cualificado y profesional- sabe que puede contar con el Ministerio y con todo el apoyo de sus departamentos para continuar trabajando en todo aquello que pueda suponer un estímulo para el uso de estas soluciones extrajudiciales, ya sea en el terreno de la sensibilización, en el de los procesos o, incluso, en el de las reformas legislativas.
2. El reto de una Justicia más dotada y mejor organizada

El segundo reto tiene que ver con otra demanda histórica que todos conocemos bien, la de los medios y recursos puestos a disposición de la Justicia, que para mí es inseparable de otro gran desafío que considero crucial: la eficacia y la eficiencia en la organización de esos medios, de esos recursos y, en general, de todo el sistema de Justicia.

La apuesta por el “más” y el “mejor” (más medios y mejor organizados) es una apuesta segura, y reforzar esa combinación será una absoluta prioridad para mi departamento. Una prioridad que estoy convencido será también compartida por las CCAA con competencias transferidas, pues me consta el enorme esfuerzo que hemos tenido que hacer todos para atender las múltiples necesidades de la Justicia en años pasados verdaderamente terribles, como me constan las limitaciones que aún persisten y que nos obligan (nos obligan a todos) a políticas de gasto racionales y de contención.

En este ejercicio de solidaridad, de lealtad institucional y de corresponsabilidad me encontrarán siempre, porque la única voluntad del Gobierno es trabajar de la mano de todas las Administraciones -porque todos somos Estado- para prestar los mejores servicios a los ciudadanos, vivan donde vivan. Les aseguro (senadores Mulet y Navarrete) que esto no va de “maltratos”, porque además de una palabra fea, es injusta, pues ni el Gobierno ni el Estado maltratan a nadie.

Como les decía, Señorías, nuestra apuesta de legislatura es la combinación del “más y mejor”, con medidas que estoy seguro son compartidas por la inmensa mayoría de esta Cámara, pues su reclamación es prácticamente unánime dentro de un modelo de Justicia cercana al ciudadano, pegada al territorio, presente en los municipios y compatible con las ventajas organizativas de la concentración en determinadas materias especializadas, que supongo es el modelo que defendemos todos. Me estoy refiriendo a medidas tales como:

· La creación de nuevas plazas y nuevos órganos judiciales.
· El apoyo a la implantación de la Oficina Judicial y Fiscal.
· El desarrollo de un plan de redistribución de cargas de trabajo de nuestros juzgados.
· El impulso de su especialización, por ejemplo, como ya hemos propuesto, creando fiscalías especializadas en el ámbito de la ciberdelincuencia cultural o de la protección de personas con diversidad funcional.

3. El reto de la transformación digital de la Justicia

El tercero de los retos, Señorías, se explica casi por sí mismo: la transformación digital de la Justicia. Y en torno a este concepto quisiera detenerme en tres ideas que no pueden faltar en el diccionario de las reformas que deberíamos emprender: la digitalización, la Justicia abierta y el Registro Civil.

En cuanto a la DIGITALIZACIÓN de la Justicia, no creo que sea necesario extenderme ni en su justificación (todos sabemos por qué y para qué es necesaria), ni tampoco para explicar los pasos de gigante (no exentos de dificultades) que se han dado en los últimos años en este terreno. Mirar atrás ahora no tiene mucho sentido y a mí me gusta siempre alzar la mirada y observar lo que nos espera en el horizonte. Como decía Alan Turing, padre de la computación moderna, “sólo podemos ver poco del futuro, pero lo suficiente para darnos cuenta de que hay mucho que hacer”. Y entre esas cosas que nos quedan por hacer en esta materia les destacaría, sobre todo, las siguientes:

→ Vamos a trabajar para que, al final de legislatura, España pueda disponer de una Justicia completamente digital. En la primera mitad de legislatura, todos los juzgados y fiscalías del territorio Ministerio serán digitales, y ya estamos trabajando con algunas CCAA con competencias transferidas (Aragón, La Rioja, Asturias, Valencia o Galicia) para que en 2017 la solución del Ministerio pueda ser implantada también en sus territorios. Por supuesto, el refuerzo de la cooperación institucional y financiera será fundamental en esta tarea.

→ También hemos iniciado conversaciones con las Administraciones competentes para promover un sistema de gestión procesal común. Su demanda es unánime y ojalá logremos ese gran acuerdo político que lo haga posible, para que las distintas Administraciones podamos gestionar con una herramienta operativa y compartida por todas.

→ Además, vamos a potenciar la “Justicia 24h” con nuevos servicios. A lo largo del próximo año se pondrá en marcha el punto general de acceso para el ciudadano. Pero mucho antes, a partir del próximo 1 de enero, es decir, en apenas 15 días, los ciudadanos podrán presentar sus escritos y recibir (si así lo desean) notificaciones on-line de cualquier juzgado del territorio Ministerio en nuestra sede judicial electrónica; un trámite que, sin embargo, será obligatorio para la empresas. En medidas como estas, Señorías, se visualizan las ventajas de las nuevas tecnologías aplicadas a la gestión de los servicios públicos, en este caso, para facilitar una Justicia más cercana, más próxima al ciudadano, más ágil y más segura.

[bookmark: _GoBack]Estas ventajas prácticas están ligadas también a otro concepto que, en mi opinión, deberíamos potenciar, como es el de JUSTICIA ABIERTA, pues nos incorpora definitivamente a los modos de gestionar los servicios públicos del siglo XXI y que tanto tienen que ver con la transparencia, la responsabilidad, la rendición de cuentas, o la participación en el diseño o prestación de dichos servicios.

Así lo manifesté en mi comparecencia en el Congreso y así lo reitero hoy: el Consejo General del Poder Judicial contará siempre con nuestra más leal colaboración para perfeccionar un verdadero sistema de control de cumplimiento de responsabilidades y obligaciones en el ejercicio de la actividad jurisdiccional. Además, trabajaremos para mejorar la calidad de los datos de la Administración de Justicia y facilitaremos el acceso remoto de ciudadanos y profesionales al expediente digital.

Finalmente, vuelvo a subrayar la necesidad de culminar la reforma de la Ley del Registro Civil impulsada en 2011 con el consenso de todos los grupos políticos. Un REGISTRO CIVIL que deberá ser y será gratuito, electrónico y 100% público, tanto en su llevanza como en su gestión. Insisto: 100% público, tanto en su llevanza como en su gestión.

4. El reto de una Justicia que cuenta con sus profesionales

Señorías, tan importante como la Ley y la Justicia son los profesionales que la imparten o facilitan su prestación. Desde el encuentro y el diálogo con todos ellos estoy seguro de que podremos alcanzar respuestas tan razonables como necesarias. Por ejemplo:

→ Para promover una carrera judicial y fiscal profesionalizada y especializada, con sistemas objetivos de promoción profesional basada en la antigüedad, la especialización y la formación continua.
 
→ Para dotar al Ministerio Fiscal de un nuevo Estatuto, naturalmente adaptado a su nuevo papel en el proceso penal como director de la investigación, pero también para que dé respuesta a otras necesidades del Cuerpo, como la atención a aspectos tan esenciales como la formación, la especialización, su profesionalización y, por supuesto, cuanto suponga un refuerzo de su autonomía en el desempeño de sus funciones.

→ Apoyaremos el trabajo de los letrados de la Administración de Justicia, fundamentales por su demostrada capacidad para la dirección de equipos, el liderazgo tecnológico y la gestión eficaz de las Oficina Judiciales; un apoyo redoblado si finalmente, fruto de las negociaciones con las organizaciones sindicales, asumen las funciones de llevanza del futuro Registro Civil.

→ Asimismo, extenderemos ese apoyo al “músculo” administrativo de nuestra Justicia, a los cientos de funcionarios que desempeñan su tarea con una ejemplar vocación de servicio público. Sé que han sido años complicados, que las dificultades persisten, pero intentaremos superarlas en la medida de lo posible para mejorar cuanto podamos  las condiciones en el desempeño de su trabajo. 

→ Trabajaremos también para fortalecer nuestro sistema de fe pública, que tanta seguridad jurídica proporciona gracias a la labor de notarios y registradores.

→ Y desde luego, seguiremos tendiendo puentes de colaboración y de apoyo mutuo para que abogados, procuradores, graduados sociales y el resto de operadores jurídicos encuentren siempre en la Administración de Justicia un aliado en el desempeño de su actividad, pues sin ellos difícilmente se entendería ni la Justicia, ni el Estado de Derecho.

Creo que este escenario de colaboración es también un espacio de oportunidad para abordar otras cuestiones del máximo interés:

· Pienso, por ejemplo, en la revisión del actual modelo de acceso a la abogacía, que podría extenderse incluso -tal y como está siendo demandado por el sector- a la de todo el marco regulatorio de la profesión de abogado.

· Y pienso, naturalmente, en la mejora de uno de los servicios esenciales que se prestan a los ciudadanos para asegurar el derecho a la asistencia legal y el acceso a la Justicia a quienes más lo necesitan. Redoblaremos los esfuerzos, Señorías, para que del trabajo conjunto y en estrecha colaboración con las comunidades autónomas, el servicio de asistencia jurídica gratuita mejore su prestación en términos de agilidad, de eficiencia, de calidad y, por supuesto, de retribución digna y pronta a los magníficos profesionales que lo prestan.

5. El reto de una Justicia fuerte en su independencia y comprometida en la lucha contra la corrupción

Además de todo lo anterior, Señorías, creo que existen otros espacios en los que también compartimos comunes denominadores, al menos en la identificación de debilidades y posibles soluciones.

Por ejemplo, ¿Existen fórmulas para mejorar la percepción social de la independencia judicial? Seguro que sí. Mientras esperamos propuestas concretas de las asociaciones judiciales y los grupos políticos, pongo encima de la mesa algunos temas sobre los que trabajar:
· La revisión de la composición o del sistema de elección de vocales del Consejo General del Poder Judicial.
· La revisión del sistema de nombramientos de Presidentes de Tribunales y Magistrados del Tribunal Supremo. Por ejemplo: suprimiendo la posibilidad de que los parlamentos autonómicos propongan magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia; o introduciendo criterios de transparencia y objetividad en los procesos selectivos, estrechando márgenes de discrecionalidad.
· O regular de alguna manera (hoy no lo está), tal y como se solicita hasta por los propios jueces decanos de toda España, las situaciones de tránsito profesional entre la Justicia y la política.

También me resisto a creer que no seremos capaces de hacer frente común a un problema que nos alcanza a todos y que nos perjudica a todos, y cuando digo “a todos” no me refiero a los partidos, sino a la sociedad, a la confianza de los ciudadanos en sus instituciones y, por extensión, a las democracias. Estoy hablando, en efecto, de la corrupción, y hay algunas medidas que concitan ya unanimidades en cuanto a la oportunidad de articularlas. Por ejemplo: la limitación de los aforamientos, prohibir por ley la concesión de indultos a condenados por corrupción, la regulación de los lobbies, o la mejora del sistema de protección al denunciante de corrupción.



6. El reto de una Justicia pensada para las personas

Tampoco puedo olvidarme, Señorías, de la dimensión social de la Justicia, de esa Justicia pensada e impartida para las personas y para la sociedad. Y hay prioridades en las que difícilmente podríamos no estar de acuerdo:

· Una prioridad absoluta debe ser la lucha contra la violencia de género desde una perspectiva integral.
· Una prioridad debe seguir siendo la protección de nuestros menores.
· Una prioridad es velar por la atención a las víctimas del delito.
· Una prioridad es perfeccionar nuestro modelo de protección de los derechos de los ciudadanos ante la Justicia, por ejemplo mediante una Ley Orgánica de Derecho a la Defensa.
· Una prioridad es, desde luego, facilitar el acceso a la Justicia. Me refería antes a la mejora del servicio de asistencia jurídica gratuita, pero tampoco me olvido de la revisión del sistema de tasas judiciales, para extender su exención a pymes, entidades sin ánimo de lucro o comunidades de propietarios, tal y como hemos aprobado todos los grupos en la Comisión de Justicia del Congreso.

En este listado de prioridades, sitúo otras que juegan también un papel esencial para las personas y para el conjunto de la sociedad civil. Es el caso, por ejemplo:

· De la extraordinaria labor que realiza la Comisión Asesora de Libertad Religiosa, para que España y todos sus territorios sean un ejemplo de tolerancia, respeto y convivencia en el complejo ámbito de la libertad religiosa.
· O de los desafíos que lidera la Agencia Española de Protección de Datos para que España pueda adaptarse al muevo marco europeo en esta materia.
· O la necesidad, yo diría casi imperiosa, de modernizar nuestro Derecho de Obligaciones y Contratos, actualizando nuestro Código Civil (su Libro IV) e impulsando un nuevo Código de Comercio.

EL SENADO, IMPRESCINDIBLE EN LAS REFORMAS DE LA JUSTICIA

Voy terminando ya, Sr. Presidente. Pero no quisiera hacerlo sin volver a insistir en una idea que considero fundamental, como son las potencialidades del Senado y de esta Comisión para canalizar, articular o perfeccionar la inmensa mayoría de estas propuestas, pues todas tienen un innegable impacto territorial y todas tienen que ver con esa Justicia que quiere situar al ciudadano en el epicentro de su acción.

Desde esta perspectiva, reitero mi total disposición -la mía y la de todos los departamentos del Ministerio de Justicia- para trabajar en todo aquello que requiera esta Cámara y en todo cuanto interese a las CCAA, pues como decía antes, todas trabajamos para lo mismo, por lo mismo y con idéntico compromiso: prestar el mejor servicio público a los ciudadanos, sea donde sea que se preste, y sea quien sea su destinatario.

→  Por eso, aprovecharemos al máximo el excelente espacio de debate y colaboración que nos ofrece la Conferencia Sectorial, que tan buenos resultados ha proporcionado en estos años de intenso trabajo legislativo y de gestión.

→  Por eso, seguiremos apoyando desde la financiación todos aquellos desafíos que sin duda compartimos las Administraciones con competencias en el ámbito de la Justicia. Creo que un buen ejemplo de ello son los 12 millones de euros en líneas estatales de crédito que, vía convenios suscritos con todas las CCAA, han permitido financiar estos dos últimos años proyectos de reformas tecnológicas y de mejora de la Justicia.

→ Y por eso, además, traslado desde aquí a todas estas Administraciones y al conjunto de CCAA, mi más sincero compromiso para trabajar a su lado, leal y corresponsablemente, en todo cuanto requiera de la implicación y colaboración del Ministerio de Justicia, pues no son pocas las tareas que hemos de abordar juntos: desde la expansión del uso de las tecnologías en la Administración de Justicia, a la mejora de las infraestructuras a su disposición, pasando por servicios esenciales para la sociedad (como la Justicia gratuita), o (no me olvido tampoco) el impulso del uso de las lenguas cooficiales en el ámbito de la organización y funcionamiento administrativo, estando aun frescos los convenios suscritos el pasado mes de septiembre para facilitar la realización, en lengua cooficial, de las pruebas de acceso a la profesión de abogado y procurador.

CIERRE

Ahora sí, Sr. Presidente, Señorías, concluyo ya, y lo hago dando las gracias a esta Comisión y a todos sus miembros por recibirnos, por escucharnos y por el sincero interés que muestran, no tanto o no solo por oírme a mí, como por buscar respuestas para mejorar nuestra Justicia.

Estamos en una Cámara donde se han forjado consensos muy sólidos, que sabe concertar cuando hay voluntad y de la que han salido leyes perfeccionadas gracias a la capacidad de entendimiento de las fuerzas políticas. Leyes importantes para la sociedad, para los territorios y, sobre todo, para las personas que viven en esos territorios.

El trabajo de sus señorías y la probada capacidad del Senado para fraguar consensos serán fundamentales en el impulso de todas esas reformas indispensables para esa Justicia más ágil, eficiente, cercana, transparente, responsable y de calidad que todos queremos.

Escojamos, como dijo el poeta, “el difícil camino de la responsabilidad compartida”, y recorrámoslo juntos, porque juntos y desde el acuerdo es como España ha afrontado siempre las grandes decisiones de Estado. La reforma de la Justicia es una de esas decisiones, y lo que les ofrezco en este mismo instante es abordarla desde el diálogo, la concertación y la suma constructiva.

Muchas gracias, Sr. Presidente.

